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PROCEDIMIENTOS ESPECIALES. 

Procedimiento para la protección de los derechos fundamentales de la persona. 
  El procedimiento de amparo judicial de las libertades y derechos, previsto en el artículo 53.2 de 
la Constitución española ,que expone que: Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las 
libertades y derechos reconocidos en la constitución  ante los Tribunales ordinarios por un 
procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del 
recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción 
de conciencia, se regirá, en el orden contencioso-administrativo, por lo dispuesto en este apartado 
y, en lo no previsto en él, por las normas generales de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 
  Podrán hacerse valer en este proceso las siguientes pretensiones, siempre que tengan como 
finalidad la de restablecer o preservar los derechos o libertades por razón de los cuales el recurso 
hubiese sido formulado: 
 El demandante podrá pretender la declaración de no ser conformes a Derecho y, en su caso, la 
anulación de los actos y disposiciones susceptibles de impugnación. 
 También podrá pretender el reconocimiento de una situación jurídica individualizada y la adopción 
de las medidas adecuadas para el pleno restablecimiento de la misma, entre ellas la indemnización 
de los daños y perjuicios, cuando proceda. 
  Cuando el recurso se dirija contra la inactividad de la Administración pública, el demandante 
podrá pretender del órgano jurisdiccional que condene a la Administración al cumplimiento de sus 
obligaciones en los concretos términos en que estén establecidas. 
  Si el recurso tiene por objeto una actuación material constitutiva de vía de hecho, el demandante 
podrá pretender que se declare contraria a Derecho, que se ordene el cese de dicha actuación y 
que se adopten, en su caso, las demás medidas previstas anteriormente. 
  A Todos los efectos, la tramitación de estos recursos tendrá carácter preferente. 
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   El plazo para interponer este recurso será de 10 días, que se computarán, según los casos, 
desde el día siguiente al de notificación del acto, publicación de la disposición impugnada, 
requerimiento para el cese de la vía de hecho, o transcurso del plazo fijado para la resolución, sin 
más trámites. Cuando la lesión del derecho fundamental tuviera su origen en la inactividad 
administrativa, o se hubiera interpuesto potestativamente un recurso administrativo, o, tratándose 
de una actuación en vía de hecho, no se hubiera formulado requerimiento, el plazo de 10 días se 
iniciará transcurridos 20 días desde la reclamación, la presentación del recurso o el inicio de la 
actuación administrativa en vía de hecho, respectivamente. 
  En el escrito de interposición se expresarán el derecho o derechos cuya tutela se pretende y, de 
manera concisa, los argumentos sustanciales que den fundamento al recurso. En el mismo día de 
la presentación del recurso o en el siguiente, el Letrado de la Administración de Justicia requerirá 
con carácter urgente al órgano administrativo correspondiente, acompañando copia del escrito de 
interposición, para que en el plazo máximo de  5 días a contar desde la recepción del requerimiento 
remita el expediente acompañado de los informes y datos que estime procedentes, con 
apercibimiento de que el Juez o Tribunal impondrá una multa coercitiva de 300 a 1200 euros a la 
autoridad o empleado responsable, si no se cumplen los plazos. 
  Al remitir el expediente, el órgano administrativo lo comunicará a todos los que aparezcan como 
interesados en el mismo, acompañando copia del escrito de interposición y emplazándoles para 
que puedan comparecer como demandados ante el Juzgado o Sala en el plazo de 5 días. 
  La Administración, con el envío del expediente, y los demás demandados, al comparecer, podrán 
solicitar razonadamente la inadmisión del recurso y la celebración de la comparecencia que habrá 
de tener lugar antes de transcurrir  5 días, en la que se les oirá sobre la procedencia de dar al 
recurso la tramitación prevista. La falta de envío del expediente administrativo dentro del plazo de 
5 días no suspenderá el curso de los autos. 
  Cuando el expediente administrativo se recibiese en el Juzgado o Sala una vez transcurrido el 
plazo de 5 días, el Letrado de la Administración de Justicia lo pondrá de manifiesto a las partes 
por plazo de 48 horas, en el que podrán hacer alegaciones, y sin alteración del curso del 
procedimiento. 
  Recibido el expediente o transcurrido el plazo para su remisión y, en su caso, el del 
emplazamiento a los demás interesados, el Letrado de la Administración de Justicia, dentro del 
siguiente día, dictará decreto mandando seguir las actuaciones. Si estima que no procede la 
admisión, dará cuenta al Tribunal quien, en su caso, comunicará a las partes el motivo en que 
pudiera fundarse la inadmisión del procedimiento. 
  En el supuesto de posibles motivos de inadmisión del procedimiento, el Letrado de la 
Administración de Justicia convocará a las partes y al Ministerio Fiscal a una comparecencia, que 
habrá de tener lugar antes de transcurrir 5 días, en la que se les oirá sobre la procedencia de dar 
al recurso la tramitación prevista. 
  En el siguiente día, el órgano jurisdiccional dictará auto mandando proseguir las actuaciones por 
este trámite o acordando su inadmisión por inadecuación del procedimiento. Acordada la 
prosecución del procedimiento especial, el Letrado de la Administración de Justicia pondrá de 
manifiesto al recurrente el expediente y demás actuaciones para que en el plazo improrrogable de 
8 días pueda formalizar la demanda y acompañar los documentos. 
  Formalizada la demanda, el Letrado de la Administración de Justicia dará traslado de la misma 
al Ministerio Fiscal y a las partes demandadas para que, a la vista del expediente, presenten sus 
alegaciones en el plazo común e improrrogable de 8 días y acompañen los documentos que 
estimen oportunos. 
  Evacuado el trámite de alegaciones o transcurrido el plazo para efectuarlas, el órgano 
jurisdiccional decidirá en el siguiente día sobre el recibimiento a prueba, con arreglo a las normas 
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generales establecidas en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, 
que ya hemos visto. El período probatorio no será en ningún caso superior a 20 días comunes 
para su proposición y práctica. Conclusas las actuaciones, el órgano jurisdiccional dictará 
sentencia en el plazo de 5 días. 
  La sentencia estimará el recurso cuando la disposición, la actuación o el acto incurran en 
cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder, y como 
consecuencia de la misma vulneren un derecho de los susceptibles de amparo. 
Contra las sentencias de los Juzgados de lo Contencioso-administrativo procederá siempre la 
apelación en un solo efecto. 
 En el caso de prohibición o de propuesta de modificación de reuniones previstas en la Ley 
Orgánica Reguladora del Derecho de Reunión que no sean aceptadas por los promotores, éstos 
podrán interponer recurso contencioso-administrativo ante el Tribunal competente. El recurso se 
interpondrá dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la prohibición o modificación, 
trasladándose por los promotores copia debidamente registrada del escrito del recurso a la 
autoridad gubernativa, con el objeto de que ésta remita inmediatamente el expediente.  El Letrado 
de la Administración de Justicia, en el plazo improrrogable de 4 días, y poniendo de manifiesto el 
expediente si se hubiera recibido, convocará al representante legal de la Administración, al 
Ministerio Fiscal y a los recurrentes o a la persona que éstos designen como representante a una 
audiencia en la que el Tribunal, de manera contradictoria, oirá a todos los personados y resolverá 
sin ulterior recurso.  La decisión que se adopte únicamente podrá mantener o revocar la prohibición 
o las modificaciones propuestas.  
  El procedimiento para obtener la autorización judicial para identificar al responsable del 
servicio de la sociedad de la información que está realizando la conducta presuntamente 
vulneradora, se iniciará con la solicitud de los órganos competentes en la que se expondrán las 
razones que justifican la petición acompañada de los documentos que sean procedentes a estos 
efectos. 
  El Juzgado, en el plazo de 24 horas siguientes a la petición y, previa audiencia del Ministerio 
Fiscal, dictará resolución autorizando la solicitud efectuada siempre que no resulte afectado el 
derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen y  el secreto de las 
comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial. 
  La ejecución de las medidas para que se interrumpa la prestación de servicios de la sociedad de 
la información o para que se retiren contenidos que vulneren la propiedad intelectual, adoptadas 
por la Sección Segunda de la Comisión de Propiedad Intelectual en aplicación de la Ley 
34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad de la información y de Comercio 
Electrónico, requerirá de autorización judicial previa de conformidad con lo establecido en los 
párrafos siguientes.  
  Acordada la medida por la Comisión de Propiedad Intelectual, solicitará del Juzgado competente 
la autorización para su ejecución, referida a la posible afectación a los siguientes derechos y 
libertades garantizados en la Constitución: 
a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el 
escrito o cualquier otro medio de reproducción. 
b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica. 
c) A la libertad de cátedra. 
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley 
regulará el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas 
libertades. 
  En el plazo improrrogable de 2 días siguientes a la recepción de la notificación de la resolución 
de la Comisión y poniendo de manifiesto el expediente, el Juzgado convocará al representante 
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legal de la Administración, al Ministerio Fiscal y a los titulares de los derechos y libertades 
afectados o a la persona que éstos designen como representante a una audiencia, en la que, de 
manera contradictoria, el Juzgado oirá a todos los personados y resolverá en el plazo 
improrrogable de 2 días mediante auto. La decisión que se adopte únicamente podrá autorizar o 
denegar la ejecución de la medida. 

Cuestión de ilegalidad. 
  Cuando un Juez o Tribunal de lo Contencioso-administrativo hubiese dictado sentencia firme 
estimatoria por considerar ilegal el contenido de la disposición general aplicada, deberá plantear 
la cuestión de ilegalidad dentro de los 5 días siguientes a que conste en las actuaciones la firmeza 
de la sentencia. La cuestión habrá de ceñirse exclusivamente a aquel o aquellos preceptos 
reglamentarios cuya declaración de ilegalidad haya servido de base para la estimación de la 
demanda. Contra el auto de planteamiento no se dará recurso alguno. En este auto se acordará 
emplazar a las partes para que, en el plazo de 15 días, puedan comparecer y formular alegaciones 
ante el Tribunal competente para fallar la cuestión. Transcurrido este plazo, no se admitirá la 
personación. 
   Planteada la cuestión, el Letrado de la Administración de Justicia remitirá urgentemente, junto 
con la certificación del auto de planteamiento, copia testimoniada de los autos principales y del 
expediente administrativo. Acordará igualmente la publicación del auto de planteamiento de la 
cuestión en el mismo periódico oficial en que lo hubiera sido la disposición cuestionada.  Con el 
escrito de personación y alegaciones podrá acompañarse la documentación que se estime 
oportuna para enjuiciar la legalidad de la disposición cuestionada. 
Terminado el plazo de personación y alegaciones, el Letrado de la Administración de Justicia 
declarará concluso el procedimiento. La sentencia se dictará en los 10 días siguientes a dicha 
declaración. No obstante, podrá el Tribunal rechazar, en trámite de admisión, mediante auto y sin 
necesidad de audiencia de las partes, la cuestión de ilegalidad cuando faltasen las condiciones 
procesales. 
  El plazo para dictar sentencia quedará interrumpido si, para mejor proveer, el Tribunal acordara 
reclamar el expediente de elaboración de la disposición cuestionada o practicar alguna prueba de 
oficio. En estos casos el Letrado de la Administración de Justicia acordará oír a las partes por 
plazo común de 5 días sobre el expediente o el resultado de la prueba. 
   La sentencia estimará o desestimará parcial o totalmente la cuestión, salvo que faltase algún 
requisito procesal insubsanable, caso en que la declarará inadmisible. 
Se aplicará a la cuestión de ilegalidad lo dispuesto para el recurso directo contra disposiciones 
generales: 
  Si el Juez o Tribunal, al dictar sentencia, estimase que la cuestión sometida a su conocimiento 
pudiera no haber sido apreciada debidamente por las partes, por existir en apariencia otros motivos 
susceptibles de fundar la cuestión de ilegalidad, lo someterá a aquéllas mediante providencia en 
que, advirtiendo que no se prejuzga el fallo definitivo, los expondrá y concederá a los interesados 
un plazo común de 10 días para que formulen las alegaciones que estimen oportunas, con 
suspensión del plazo para pronunciar el fallo.  Esto mismo se observará si, impugnados 
directamente determinados preceptos, el Tribunal entendiera necesario extender el enjuiciamiento 
a otros de la misma disposición por razones de conexión o consecuencia con los preceptos 
recurridos.  
  La cuestión de ilegalidad gozará de preferencia y, una vez conclusa, serán antepuestos para su 
votación y fallo a cualquier otro recurso contencioso-administrativo, sea cual fuese su instancia o 
grado, salvo el proceso especial de protección de derechos fundamentales.  La sentencia 
desestimará el recurso cuando se ajusten a Derecho la disposición, acto o actuación impugnados. 
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     La sentencia estimará la cuestión de ilegalidad cuando la disposición, la actuación o el acto 
incurrieran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder. Se 
entiende por desviación de poder el ejercicio de potestades administrativas para fines distintos de 
los fijados por el ordenamiento jurídico.   Cuando la sentencia estimase la cuestión de ilegalidad, 
se declarará no ser conforme a Derecho y, en su caso, anulará total o parcialmente la disposición 
o acto recurrido o dispondrá que cese o se modifique la actuación impugnada. 
  Los órganos jurisdiccionales no podrán determinar la forma en que han de quedar redactados los 
preceptos de la cuestión de ilegalidad en sustitución de los que anulasen ni podrán determinar el 
contenido discrecional de los actos anulados. 
  La anulación de la cuestión de ilegalidad producirá efectos para todas las personas afectadas. 
Las sentencias firmes que anulen una cuestión de ilegalidad tendrán efectos generales desde el 
día en que sea publicado su fallo y preceptos anulados en el mismo periódico oficial en que lo 
hubiera sido la disposición anulada. También se publicarán las sentencias firmes que anulen un 
acto administrativo que afecte a una pluralidad indeterminada de personas. 
  Las sentencias firmes que anulen una cuestión de ilegalidad no afectarán por sí mismas a la 
eficacia de las sentencias o actos administrativos firmes que lo hayan aplicado antes de que la 
anulación alcanzara efectos generales, salvo en el caso de que la anulación del precepto supusiera 
la exclusión o la reducción de las sanciones aún no ejecutadas completamente. 
    Se publicarán también las sentencias firmes que desestimen la cuestión. 
    Firme la sentencia que resuelva la cuestión de ilegalidad, por el Letrado de la Administración de 
Justicia se comunicará al Juez o Tribunal que la planteó. 
  Cuando la cuestión de ilegalidad sea de especial trascendencia para el desarrollo de otros 
procedimientos, será objeto de tramitación y resolución preferente. 
   La sentencia que resuelva la cuestión de ilegalidad no afectará a la situación jurídica concreta 
derivada de la sentencia dictada por el Juez o Tribunal que planteó aquélla. 

Procedimiento en los casos de suspensión administrativa previa de acuerdos. 
  En los casos en que, conforme a las Leyes, la suspensión administrativa de actos o acuerdos de 
Corporaciones o Entidades públicas deba ir seguida de la impugnación o traslado de aquéllos ante 
la Jurisdicción Contencioso-administrativa, se procederá conforme a lo dispuesto en este apartado. 
  En el plazo de 10 días siguientes a la fecha en que se hubiera dictado el acto de suspensión o 
en el que la Ley establezca, deberá interponerse el recurso contencioso-administrativo mediante 
escrito fundado, o darse traslado directo del acuerdo suspendido al órgano jurisdiccional, según 
proceda, acompañando en todo caso copia del citado acto de suspensión. 
  Interpuesto el recurso o trasladado el acuerdo suspendido, el Letrado de la Administración de 
Justicia requerirá a la corporación o entidad que lo hubiera dictado para que en el plazo de 10 días 
remita el expediente administrativo, alegue lo que estime conveniente en defensa de aquél y 
notifique a cuantos tuvieran interés legítimo en su mantenimiento o anulación la existencia del 
procedimiento, a efectos de su comparecencia ante el órgano jurisdiccional en el plazo de 10 días. 
  Recibido el expediente administrativo, el Letrado de la Administración de Justicia lo pondrá de 
manifiesto junto con las actuaciones a los comparecidos en el procedimiento, convocándolos para 
la celebración de la vista, que se celebrará como mínimo a los 10 días de la puesta de manifiesto 
del expediente. 
  El órgano jurisdiccional podrá, motivadamente, sustituir el trámite de vista por el de alegaciones 
escritas, que se presentarán en el plazo común de los 10 días siguientes a la notificación del auto 
en que así se acuerde. Podrá también abrir un período de prueba, para mejor proveer, por plazo 
no superior a 15 días. 
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  Celebrada la vista o deducidas las alegaciones a que se refieren los apartados anteriores, se 
dictará sentencia por la que se anule o confirme el acto o acuerdo objeto del recurso, disponiendo 
lo que proceda en cuanto a la suspensión. 

Procedimiento para la garantía de la unidad de mercado. 
  Cuando la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia considere que una disposición, 
acto, actuación, inactividad o vía de hecho procedente de cualquier Administración pública sea 
contraria a la libertad de establecimiento o de circulación en los términos previstos en la Ley 
19/2013, de Garantía de la Unidad de Mercado, podrá presentar recurso contencioso-
administrativo.  
   El plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo para la garantía de la unidad de 
mercado será de 2 meses. Cuando el recurso se interponga a solicitud de un operador económico 
el plazo de 2 meses se computará desde la presentación de la solicitud ante la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia. 
   En el mismo día de la interposición del recurso por la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia en garantía de la unidad de mercado o en el siguiente, el Letrado de la 
Administración de Justicia requerirá con carácter urgente al órgano administrativo 
correspondiente, acompañando copia del escrito de interposición, para que en el plazo máximo de 
5 días a contar desde la recepción del requerimiento remita el expediente acompañado de los 
informes y datos que se soliciten en el recurso, con apercibimiento de entregar los expedientes en 
plazo bajo multa de 300 a 1200 euros. 
   La falta de envío del expediente administrativo dentro del plazo previsto en el apartado anterior 
no suspenderá el curso de los autos. 
  El Letrado de la Administración de Justicia pondrá de manifiesto al recurrente el expediente y 
demás actuaciones para que en el plazo improrrogable de 10 días pueda formalizar la demanda y 
acompañar los documentos oportunos. Si el expediente administrativo se recibiese una vez 
formalizada la demanda, se concederá un trámite adicional de alegaciones a las partes. 
  Formalizada la demanda, el Letrado de la Administración de Justicia dará traslado de la misma a 
las partes demandadas para que, a la vista del expediente, presenten contestación en el plazo 
común e improrrogable de 10 días y acompañen los documentos que estimen oportunos. 
  Evacuado el trámite de contestación, el órgano jurisdiccional decidirá en el siguiente día sobre el 
recibimiento a prueba. El período de práctica de prueba no será en ningún caso superior a 20 días. 
  Conclusas las actuaciones, el órgano jurisdiccional dictará sentencia en el plazo de 5 días. La 
sentencia estimará el recurso cuando la disposición, la actuación o el acto incurrieran en cualquier 
infracción del ordenamiento jurídico que afecte a la libertad de establecimiento o de circulación, 
incluida la desviación de poder e implicará la corrección de la conducta infractora, así como el 
resarcimiento de los daños y perjuicios, incluido el lucro cesante, que dicha conducta haya 
causado. 
  Cuando se trate de asuntos en los que no quepa ulterior recurso, el órgano jurisdiccional podrá 
convocar a las partes a una comparecencia con la finalidad de dictar su sentencia de viva voz, 
exponiendo verbalmente los razonamientos en que sustente su decisión, resolviendo sobre los 
motivos que fundamenten el recurso y la oposición y pronunciando su fallo, de acuerdo con lo 
siguiente: 
   La sentencia pronunciará alguno de los fallos siguientes: 
a) Inadmisibilidad del recurso contencioso-administrativo. 
b) Estimación o desestimación del recurso contencioso-administrativo. 
  La sentencia contendrá además el pronunciamiento que corresponda respecto de las costas. 
  La sentencia declarará la inadmisibilidad del recurso o de alguna de las pretensiones en los casos 
siguientes: 
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a) Que el Juzgado o Tribunal Contencioso-administrativo carezca de jurisdicción. 
b) Que se hubiera interpuesto por persona incapaz, no debidamente representada o no legitimada. 
c) Que tuviera por objeto disposiciones, actos o actuaciones no susceptibles de impugnación. 
d) Que recayera sobre cosa juzgada o existiera litispendencia. 
e) Que se hubiera presentado el escrito inicial del recurso fuera del plazo establecido. 
   La sentencia desestimará el recurso cuando se ajusten a Derecho la disposición, acto o 
actuación impugnados. 
   La sentencia estimará el recurso contencioso-administrativo cuando la disposición, la actuación 
o el acto incurrieran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de 
poder. 
  Se entiende por desviación de poder el ejercicio de potestades administrativas para fines distintos 
de los fijados por el ordenamiento jurídico. 
   Cuando la sentencia estimase el recurso contencioso-administrativo: 
a) Declarará no ser conforme a Derecho y, en su caso, anulará total o parcialmente la disposición 
o acto recurrido o dispondrá que cese o se modifique la actuación impugnada. 
b) Si se hubiese pretendido el reconocimiento y restablecimiento de una situación jurídica 
individualizada, reconocerá dicha situación jurídica y adoptará cuantas medidas sean necesarias 
para el pleno restablecimiento de la misma. 
c) Si la medida consistiera en la emisión de un acto o en la práctica de una actuación jurídicamente 
obligatoria, la sentencia podrá establecer plazo para que se cumpla el fallo. 
d) Si fuera estimada una pretensión de resarcir daños y perjuicios, se declarará en todo caso el 
derecho a la reparación, señalando asimismo quién viene obligado a indemnizar. La sentencia 
fijará también la cuantía de la indemnización cuando lo pida expresamente el demandante y 
consten probados en autos elementos suficientes para ello. En otro caso, se establecerán las 
bases para la determinación de la cuantía, cuya definitiva concreción quedará diferida al período 
de ejecución de sentencia. 
   Los órganos jurisdiccionales no podrán determinar la forma en que han de quedar redactados 
los preceptos de una disposición general en sustitución de los que anularen ni podrán determinar 
el contenido discrecional de los actos anulados. 
  La no comparecencia de todas o alguna de las partes no impedirá el dictado de la sentencia de 
viva voz. Se podrá realizar la grabación de la comparecencia.  Caso de haberse dictado la 
Sentencia de forma oral, el Letrado de la Administración de Justicia expedirá certificación que 
recoja todos los pronunciamientos del fallo, con expresa indicación de su firmeza y de la actuación 
administrativa a que se refiera. Dicha certificación será expedida en el plazo máximo de 5 días 
notificándose a las partes. y se registrará e incorporará al Libro de Sentencias del órgano judicial. 
El soporte videográfico de la comparecencia quedará unido al procedimiento. 
  Durante la tramitación del procedimiento, podrá solicitar su intervención, como parte recurrente, 
cualquier operador económico que tuviese interés directo en la anulación del acto, actuación o 
disposición impugnada y no la hubiera recurrido de forma independiente. 
  La solicitud del operador se resolverá por medio de auto, previa audiencia de las partes 
personadas, en el plazo común de 5 días. 
  Admitida la intervención, no se retrotraerán las actuaciones, pero el interviniente será 
considerado parte en el proceso a todos los efectos y podrá defender las pretensiones formuladas, 
si tuviese oportunidad procesal para ello. 
  El interviniente podrá utilizar los recursos que procedan contra las resoluciones que estime 
perjudiciales para su interés, aunque las consienta la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia o las demás partes personadas. 
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  La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional acordará la acumulación al 
promovido por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia de todo procedimiento 
que, iniciado por un operador económico ante el mismo u otro órgano jurisdiccional, se dirija frente 
a la misma disposición o actuación y se funde en la vulneración de la libertad de establecimiento 
o de circulación.   A todos los efectos, la tramitación de estos recursos tendrá carácter preferente. 
  El procedimiento para la garantía de la unidad de mercado, en lo no dispuesto en lo que hemos 
visto en este apartado, se regirá por las normas generales de la Ley reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa, que ya hemos visto. 
  La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá solicitar en su escrito de 
interposición la suspensión de la disposición, acto o resolución impugnados, así como cualquier 
otra medida cautelar que asegure la efectividad de la sentencia. 
   Solicitada la suspensión de la disposición, acto o resolución impugnados, la misma se producirá 
de forma automática, una vez admitido el recurso y sin exigencia de afianzamiento de los posibles 
perjuicios de cualquier naturaleza que pudieran derivarse. La Administración cuya actuación se 
haya recurrido podrá solicitar el levantamiento de la suspensión en el plazo de 3 meses desde su 
adopción, siempre que acredite que de su mantenimiento pudiera seguirse una perturbación grave 
de los intereses generales o de tercero que el tribunal ponderará en forma circunstanciada. Esto 
se ha declarado inconstitucional y nulo únicamente en su aplicación a actos o 
disposiciones de las Comunidades Autónomas. 
  Formulada la solicitud se dará traslado de la misma a la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia para que, en el plazo de 10 días, alegue lo procedente en orden al mantenimiento o 
el levantamiento de la suspensión en orden a los intereses en conflicto. 
Evacuado el anterior trámite, el tribunal resolverá lo que estime procedente mediante auto en los 
5 días siguientes. 
  La solicitud de cualquier otra medida cautelar se tramitará en la forma prevista en el apartado 
“medidas cautelares” que veremos después. 

Procedimiento para la declaración judicial de extinción de partidos políticos. 
  El procedimiento para la declaración judicial de extinción de un partido político se regirá por lo 
dispuesto en el procedimiento abreviado, con las siguientes especialidades: 
a) En la demanda, deberá especificarse en cuál o cuáles de los siguientes motivos se fundamenta 
la petición de declaración judicial de extinción: 
   El órgano competente, a iniciativa del Registro de Partidos Políticos, de oficio o a instancia de 
los interesados solicitará a la Jurisdicción contencioso-administrativa, la declaración judicial de 
extinción de un partido político que se encuentre en alguna de las siguientes situaciones: 
a) No haber adaptado sus estatutos a las leyes que resulten de aplicación en los plazos que éstas 
prevean en cada caso. 
b) No haber convocado el órgano competente para la renovación de los órganos de gobierno y 
representación.  
c) No haber presentado sus cuentas anuales durante 3 ejercicios consecutivos o cuatro alternos, 
sin perjuicio de las responsabilidades que pudieran derivarse de la falta de presentación de las 
cuentas. 
   Con carácter previo, el Registro de Partidos apercibirá al partido político que incurra en alguna 
de las situaciones descritas para que, en el plazo de 6 meses, proceda a justificar  que ha realizado 
la adaptación de sus estatutos a la ley, ha renovado sus órganos de gobierno y representación, 
ha presentado las cuentas anuales de todos los ejercicios que tenga pendientes, o en su caso, 
todo lo anterior. Transcurrido este plazo sin que el partido político haya realizado las actuaciones 
descritas, el Registro de Partidos iniciará el procedimiento para la declaración judicial de extinción. 
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b) El plazo de 2 meses para la presentación de la demanda se contará a partir del día siguiente al 
vencimiento del plazo de 6 meses expuesto anteriormente. 
c) Cuando la sentencia declare la extinción del partido, será notificada al registro para que éste 
proceda a la cancelación de la inscripción. El Ministerio Fiscal será parte del proceso. 
DISPOSICIONES COMUNES AL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO Y A 

LOS PROCEDIMIENTOS ESPECIALES. 
Plazos. 

  Los plazos son improrrogables, y una vez transcurridos, el Letrado de la Administración de 
Justicia correspondiente tendrá por caducado el derecho y por perdido el trámite que no se haya 
utilizado. No obstante, se admitirá el escrito que proceda, y producirá sus efectos legales, si se 
presenta dentro del día en que se notifique la resolución, salvo cuando se trate de plazos para 
preparar o interponer recursos.  Durante el mes de agosto no correrá el plazo para interponer el 
recurso contencioso-administrativo ni ningún otro plazo, salvo para el procedimiento para la 
protección de los derechos fundamentales en el que el mes de agosto tendrá carácter de hábil.  
En casos de urgencia, o cuando las circunstancias del caso lo hagan necesario, las partes podrán 
solicitar al órgano jurisdiccional que habilite los días inhábiles en el procedimiento para la 
protección de los derechos fundamentales o en el incidente de suspensión o de adopción de otras 
medidas cautelares. El Juez o Tribunal oirá a las demás partes y resolverá por auto en el plazo de 
3 días, acordando en todo caso la habilitación cuando su denegación pudiera causar perjuicios 
irreversibles. 

Medidas cautelares. 
  Los interesados podrán solicitar en cualquier estado del proceso la adopción de cuantas medidas 
aseguren la efectividad de la sentencia. Si se impugnase una disposición general, y se solicitase 
la suspensión de la vigencia de los preceptos impugnados, la petición deberá efectuarse en el 
escrito de interposición o en el de demanda. 
  Previa valoración circunstanciada de todos los intereses en conflicto, la medida cautelar podrá 
acordarse únicamente cuando la ejecución del acto o la aplicación de la disposición pudieran hacer 
perder su finalidad legítima al recurso. 
  La medida cautelar podrá denegarse cuando de ésta pudiera seguirse perturbación grave de los 
intereses generales o de tercero que el Juez o Tribunal ponderará en forma circunstanciada. 
  El incidente cautelar se sustanciará en pieza separada, con audiencia de la parte contraria, que 
ordenará el Letrado de la Administración de Justicia por plazo que no excederá de 10 días, y será 
resuelto por auto dentro de los 5 días siguientes. Si la Administración demandada no hubiese 
aún comparecido, la audiencia se entenderá con el órgano autor de la actividad impugnada. 
  Las medidas cautelares estarán en vigor hasta que recaiga sentencia firme que ponga fin al 
procedimiento en el que se hayan acordado, o hasta que éste finalice. No obstante, podrán ser 
modificadas o revocadas durante el curso del procedimiento si cambiaran las circunstancias en 
virtud de las cuales se hubieran adoptado. 
  No podrán modificarse o revocarse las medidas cautelares en razón de los distintos avances que 
se vayan haciendo durante el proceso respecto al análisis de las cuestiones formales o de fondo 
que configuran el debate, y, tampoco, en razón de la modificación de los criterios de valoración 
que el Juez o Tribunal aplicó a los hechos al decidir el incidente cautelar. 
  Cuando de la medida cautelar pudieran derivarse perjuicios de cualquier naturaleza, podrán 
acordarse las medidas que sean adecuadas para evitar o paliar dichos perjuicios. Igualmente 
podrá exigirse la prestación de caución o garantía suficiente para responder de aquéllos.  La 
caución o garantía podrá constituirse en cualquiera de las formas admitidas en Derecho. La 
medida cautelar acordada no se llevará a efecto hasta que la caución o garantía esté constituida 
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y acreditada en autos, o hasta que conste el cumplimiento de las medidas acordadas para evitar 
o paliar los perjuicios anteriores. 
  Levantada la medida por sentencia o por cualquier otra causa, la Administración, o la persona 
que pretendiese tener derecho a indemnización de los daños sufridos, podrá solicitar ésta ante el 
propio órgano jurisdiccional por el trámite de los incidentes, dentro del año siguiente a la fecha 
del alzamiento. Si no se formulase la solicitud dentro de dicho plazo, se renunciase a la misma o 
no se acreditase el derecho, se cancelará la garantía constituida. El auto que acuerde la medida 
se comunicará al órgano administrativo correspondiente, el cual dispondrá su inmediato 
cumplimiento, siendo de aplicación lo dispuesto para la ejecución de sentencias, que ya hemos 
visto, excepto si, transcurridos 2 meses a partir de la comunicación de la sentencia o el plazo 
fijado en ésta para el cumplimiento del fallo, cualquiera de las partes y personas afectadas insta 
su ejecución forzosa. 
  La suspensión de la vigencia de disposiciones de carácter general será publicada en diario oficial 
en el plazo de 10 días. Lo mismo se observará cuando la suspensión se refiera a un acto 
administrativo que afecte a una pluralidad indeterminada de personas. 
  Cuando los interesados alegaran la concurrencia de circunstancias de especial urgencia en el 
caso, el juez o tribunal sin oír a la parte contraria, en el plazo de 2 días podrá mediante auto: 
a) Apreciar las circunstancias de especial urgencia y adoptar o denegar la medida. Contra este 
auto no se dará recurso alguno. En la misma resolución el órgano judicial dará audiencia a la parte 
contraria para que en el plazo de 3 días alegue lo que estime procedente o bien convocará a las 
partes a una comparecencia que habrá de celebrarse dentro de los 3 días siguientes a la 
adopción de la medida. Recibidas las alegaciones o transcurrido el plazo en su caso o bien 
celebrada la comparecencia, el juez o tribunal dictará auto sobre el levantamiento, mantenimiento 
o modificación de la medida adoptada, el cual será recurrible conforme a las reglas generales. 
La comparecencia podrá ser grabada. 
b) No apreciar las circunstancias de especial urgencia y ordenar la tramitación del incidente 
cautelar, durante la cual los interesados no podrán solicitar nuevamente medida alguna. 
   En los supuestos que tengan relación con actuaciones de la Administración en materia de 
extranjería, asilo político y condición de refugiado que impliquen retorno y el afectado sea un menor 
de edad, el órgano jurisdiccional oirá al Ministerio Fiscal con carácter previo a dictar el auto referido 
anteriormente de apreciar o no las circunstancias de especial urgencia. 
   La medida cautelar se adoptará salvo que se aprecie con evidencia de que no se dan las 
situaciones siguientes o la medida ocasione una perturbación grave de los intereses generales 
o de tercero, que el Juez ponderará en forma circunstanciada: 
1. Cuando la Administración, en virtud de una disposición general que no precise de actos de 
aplicación o en virtud de un acto, contrato o convenio administrativo, esté obligada a realizar una 
prestación concreta en favor de una o varias personas determinadas, quienes tuvieran derecho a 
ella pueden reclamar de la Administración el cumplimiento de dicha obligación. Si en el plazo de 3 
meses desde la fecha de la reclamación, la Administración no hubiera dado cumplimiento a lo 
solicitado o no hubiera llegado a un acuerdo con los interesados, éstos pueden deducir recurso 
contencioso-administrativo contra la inactividad de la Administración. 
2. Cuando la Administración no ejecute sus actos firmes podrán los afectados solicitar su 
ejecución, y si ésta no se produce en el plazo de un mes desde tal petición, podrán los solicitantes 
formular recurso contencioso-administrativo, que se tramitará por el procedimiento abreviado 
regulado en el procedimiento administrativo común. 
  En caso de vía de hecho, el interesado podrá formular requerimiento a la Administración actuante, 
intimando su cesación. Si dicha intimación no hubiere sido formulada o no fuere atendida dentro 
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de los diez días siguientes a la presentación del requerimiento, podrá deducir directamente recurso 
contencioso-administrativo. 
   En los supuestos del apartado anterior, las medidas también podrán solicitarse antes de la 
interposición del recurso, tramitándose conforme a lo dispuesto anteriormente. En tal caso el 
interesado habrá de pedir su ratificación al interponer el recurso, lo que habrá de hacerse 
inexcusablemente en el plazo de diez días a contar desde la notificación de la adopción de las 
medidas cautelares. En los 3 días siguientes, el Letrado de la Administración de Justicia convocará 
la comparecencia. 
  De no interponerse el recurso, quedarán automáticamente sin efecto las medidas acordadas, 
debiendo el solicitante indemnizar de los daños y perjuicios que la medida cautelar haya producido. 

Incidentes e invalidez de actos procesales. 
  Todas las cuestiones incidentales que se susciten en el proceso, se sustanciarán en pieza 
separada y sin suspender el curso de los autos. Cuando se alegue que alguno de los actos de las 
partes no reúne los requisitos establecidos, la que se halle en tal supuesto podrá subsanar el 
defecto u oponer lo que estime pertinente dentro de los 10 días siguientes al de la notificación del 
escrito que contenga la alegación. 
  Cuando el Juzgado o Tribunal de oficio aprecie la existencia de algún defecto subsanable, el 
Letrado de la Administración de Justicia dictará diligencia de ordenación en que lo reseñe y otorgue 
el mencionado plazo para la subsanación, con suspensión, en su caso, del fijado para dictar 
sentencia. Sólo cuando el defecto sea insubsanable o no se subsane debidamente en plazo, podrá 
ser decidido el recurso con fundamento en tal defecto. 

Costas procesales. 
  En primera o única instancia, el órgano jurisdiccional, al dictar sentencia o al resolver por auto los 
recursos o incidentes que ante el mismo se promovieren, impondrá las costas a la parte que haya 
visto rechazadas todas sus pretensiones, salvo que aprecie y así lo razone, que el caso presentaba 
serias dudas de hecho o de derecho. 
  En los supuestos de estimación o desestimación parcial de las pretensiones, cada parte abonará 
las costas causadas a su instancia y las comunes por mitad, salvo que el órgano jurisdiccional, 
razonándolo debidamente, las imponga a una de ellas por haber sostenido su acción o interpuesto 
el recurso con mala fe o temeridad. 
  En los recursos se impondrán las costas al recurrente si se desestima totalmente el recurso, salvo 
que el órgano jurisdiccional, razonándolo debidamente, aprecie la concurrencia de circunstancias 
que justifiquen su no imposición. 
  En el recurso de casación se impondrán las costas de conformidad. 
  La imposición de las costas podrá ser a la totalidad, a una parte de éstas o hasta una cifra 
máxima. 
  Para la exacción de las costas impuestas a particulares, la Administración acreedora utilizará el 
procedimiento de apremio, en defecto de pago voluntario. 
  En ningún caso se impondrán las costas al Ministerio Fiscal. 
  Las costas causadas en los autos serán reguladas y tasadas según lo dispuesto en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil: 

TASACIÓN DE COSTAS. 
   Salvo lo dispuesto en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, cada parte pagará los gastos y 
costas del proceso causados a su instancia a medida que se vayan produciendo. 
  Se considerarán gastos del proceso aquellos desembolsos que tengan su origen directo e 
inmediato en la existencia de dicho proceso, y costas la parte de aquéllos que se refieran al pago 
de los siguientes conceptos: 
1. Honorarios de la defensa y de la representación técnica cuando sean preceptivas. 
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2. Inserción de anuncios o edictos que de forma obligada deban publicarse en el curso del proceso. 
3. Depósitos necesarios para la presentación de recursos. 
4. Derechos de peritos y demás abonos que tengan que realizarse a personas que hayan 
intervenido en el proceso. 
5. Copias, certificaciones, notas, testimonios y documentos análogos que hayan de solicitarse 
conforme a la Ley, salvo los que se reclamen por el tribunal a registros y protocolos públicos, que 
serán gratuitos. 
6. Derechos arancelarios que deban abonarse como consecuencia de actuaciones necesarias 
para el desarrollo del proceso. 
7. La tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional, cuando sea preceptiva. No se incluirá en 
las costas del proceso el importe de la tasa abonada en los procesos de ejecución de las hipotecas 
constituidas para la adquisición de vivienda habitual. Tampoco se incluirá en los demás procesos 
de ejecución derivados de dichos préstamos o créditos hipotecarios cuando se dirijan contra el 
propio ejecutado o contra los avalistas. 
   Los titulares de créditos derivados de actuaciones procesales podrán reclamarlos de la parte o 
partes que deban satisfacerlos sin esperar a que el proceso finalice y con independencia del 
eventual pronunciamiento sobre costas que en éste recaiga. 
  Cuando hubiese condena en costas, después de  que sea firme, se procederá a la exacción de 
las mismas por el procedimiento de apremio, previa su tasación, si la parte condenada no las 
hubiere satisfecho antes de que la contraria solicite dicha tasación. 
   La parte que pida la tasación de costas presentará con la solicitud los justificantes de haber 
satisfecho las cantidades cuyo reembolso reclame. 
   Una vez firme la resolución en que se hubiese impuesto la condena, los procuradores, abogados, 
peritos y demás personas que hayan intervenido en el juicio y que tengan algún crédito contra las 
partes que deba ser incluido en la tasación de costas podrán presentar ante la Oficina judicial 
minuta detallada de sus derechos u honorarios y cuenta detallada y justificada de los gastos que 
hubieren suplido. 
   Se regularán con sujeción a los aranceles los derechos que correspondan a los funcionarios, 
procuradores y profesionales que a ellos estén sujetos. 
   Los abogados, peritos y demás profesionales y funcionarios que no estén sujetos a arancel 
fijarán sus honorarios con sujeción, en su caso, a las normas reguladoras de su estatuto 
profesional. 
Práctica de la tasación de costas. 
   En todo tipo de procesos e instancias, la tasación de costas se practicará por el Secretario del 
Tribunal que hubiera conocido del proceso o recurso, respectivamente, o, en su caso, por el 
Letrado de la administración de Justicia encargado de la ejecución. 
   No se incluirán en la tasación los derechos correspondientes a escritos y actuaciones que sean 
inútiles, superfluas o no autorizadas por la ley, ni las partidas de las minutas que no se expresen 
detalladamente o que se refieran a honorarios que no se hayan devengado en el pleito. 
  Tampoco serán incluidos en la tasación de costas los derechos de los procuradores devengados 
por la realización de los actos procesales de comunicación, cooperación y auxilio a la 
Administración de Justicia, así como de las demás actuaciones meramente facultativas que 
hubieran podido ser practicadas, en otro caso, por las Oficinas judiciales. 
  El Letrado de la administración de Justicia reducirá el importe de los honorarios de los abogados 
y demás profesionales que no estén sujetos a tarifa o arancel, cuando los reclamados excedan del 
límite del límite  de la tercera parte de la cuantía del proceso y no se hubiese declarado la 
temeridad del litigante condenado en costas. 
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En las tasaciones de costas, los honorarios de abogado y derechos de procurador incluirán el 
Impuesto sobre el Valor Añadido de conformidad con lo dispuesto en la ley que lo regula. 
  Cuando  se impusieran las costas al litigante vencido, éste sólo estará obligado a pagar, de la 
parte que corresponda a los abogados y demás profesionales que no estén sujetos a tarifa o 
arancel, una cantidad total que no exceda de la tercera parte de la cuantía del proceso, por cada 
uno de los litigantes que hubieren obtenido tal pronunciamiento; a estos solos efectos, las 
pretensiones inestimables se valorarán en 18.000 euros, salvo que, en razón de la complejidad 
del asunto, el tribunal disponga otra cosa. 
No se aplicará lo dispuesto en el párrafo anterior cuando el tribunal declare la temeridad del 
litigante condenado en costas. Y en este caso no se computará el importe del IVA. 
Cuando el condenado en costas sea titular del derecho de asistencia jurídica gratuita, éste 
únicamente estará obligado a pagar las costas causadas en defensa de la parte contraria en los 
casos expresamente señalados en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita. 
   Tampoco se incluirán las costas de actuaciones o incidentes en que hubiese sido condenada 
expresamente la parte favorecida por el pronunciamiento sobre costas en el asunto principal. 
Practicada por el Letrado de la administración de Justicia la tasación de costas, se dará 
traslado de ella a las partes por plazo común de 10 días. 
   Una vez acordado el traslado a que se refiere el apartado anterior no se admitirá la inclusión o 
adición de partida alguna, reservando al interesado su derecho para reclamarla de quien y como 
corresponda. 
   Transcurrido el plazo establecido en el apartado primero sin haber sido impugnada la tasación 
de costas practicada, el Letrado de la administración de Justicia la aprobará mediante decreto. 
Contra esta resolución cabe recurso directo de revisión, y contra el auto resolviendo el recurso de 
revisión no cabe recurso alguno. 
La tasación de costas podrá ser impugnada dentro del plazo de 10 días. La impugnación podrá 
basarse en que se han incluido en la tasación, partidas, derechos o gastos indebidos. Pero, en 
cuanto a los honorarios de los abogados, peritos o profesionales no sujetos a arancel, también 
podrá impugnarse la tasación alegando que el importe de dichos honorarios es excesivo. 
   La parte favorecida por la condena en costas podrá impugnar la tasación por no haberse incluido 
en aquélla gastos debidamente justificados y reclamados. 
  También podrá fundar su reclamación en no haberse incluido la totalidad de la minuta de 
honorarios de su abogado, o de perito, profesional o funcionario no sujeto a arancel que hubiese 
actuado en el proceso a su instancia, o en no haber sido incluidos correctamente los derechos de 
su procurador. 
   En el escrito de impugnación habrán de mencionarse las cuentas o minutas y las partidas 
concretas a que se refiera la discrepancia y las razones de ésta. De no efectuarse dicha mención, 
el Letrado de la administración de Justicia, mediante decreto, inadmitirá la impugnación a trámite. 
Frente a dicho decreto cabrá interponer únicamente recurso de reposición. 
   Si la tasación se impugnara por considerar excesivos los honorarios de los abogados, se oirá en 
el plazo de 5 días al abogado de que se trate y, si no aceptara la reducción de honorarios que se 
le reclame, se pasará testimonio de los autos, o de la parte de ellos que resulte necesaria, al 
Colegio de Abogados para que emita informe. 
   Lo establecido en el apartado anterior se aplicará igualmente respecto de la impugnación de 
honorarios de peritos, pidiéndose en este caso el dictamen del Colegio, Asociación o Corporación 
profesional a que pertenezcan. 
   El Letrado de la administración de Justicia, a la vista de lo actuado y de los dictámenes emitidos, 
dictará decreto manteniendo la tasación realizada o, en su caso, introducirá las modificaciones 
que estime oportunas. 
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  Si la impugnación fuese totalmente desestimada, se impondrán las costas del incidente al 
impugnante. Si fuese total o parcialmente estimada, se impondrán al abogado o al perito cuyos 
honorarios se hubieran considerado excesivos. 
Contra dicho decreto cabe recurso de revisión. 
Contra el auto resolviendo el recurso de revisión no cabe recurso alguno. 
   Cuando sea impugnada la tasación por haberse incluido en ella partidas de derechos u 
honorarios indebidas, o por no haberse incluido en aquélla gastos debidamente justificados y 
reclamados, el Letrado de la administración de Justicia dará traslado a la otra parte por tres días 
para que se pronuncie sobre la inclusión o exclusión de las partidas reclamadas. 
  El Letrado de la administración de Justicia resolverá en los tres días siguientes mediante decreto. 
Frente a esta resolución podrá ser interpuesto recurso directo de revisión y contra el auto 
resolviendo el recurso de revisión no cabe recurso alguno. 
   Cuando se alegue que alguna partida de honorarios de abogados o peritos incluida en la tasación 
de costas es indebida y que, en caso de no serlo, sería excesiva, se tramitarán ambas 
impugnaciones simultáneamente, con arreglo a lo prevenido para cada una de ellas en los 
apartados anteriores, pero la resolución sobre si los honorarios son excesivos quedará en 
suspenso hasta que se decida sobre si la partida impugnada es o no debida. 
   Cuando una de las partes sea titular del derecho a la asistencia jurídica gratuita, no se discutirá 
ni se resolverá en el incidente de tasación de costas cuestión alguna relativa a la obligación de la 
Administración de asumir el pago de las cantidades que se le reclaman por aplicación de la Ley 
de Asistencia Jurídica Gratuita. 
  El Gobierno queda autorizado para actualizar cada 5 años las cuantías señaladas en la Ley 
reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa, previo informe del Consejo General del 
Poder Judicial y del Consejo de Estado. 
  Las Salas de lo Contencioso-administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia, de la 
Audiencia Nacional y del Tribunal Supremo remitirán al Consejo General del Poder Judicial, dentro 
de los 10 días siguientes a su firma, testimonio de las sentencias dictadas en los procesos de 
que conozcan. 
   El Consejo General del Poder Judicial constituirá, con dichas sentencias, un Registro, cuyas 
certificaciones harán fe en todo tipo de procesos. 

RECURSOS CONTRA DETERMINADOS ACTOS, RESOLUCIONES Y DISPOSICIONES. 
Serán recurribles: 
1. Los actos administrativos no susceptibles de recurso ordinario dictados por el Banco de España 
y las resoluciones del Ministro de Economía y Hacienda que resuelvan recursos ordinarios contra 
actos dictados por el Banco de España, así como las disposiciones dictadas por la citada entidad, 
directamente, en única instancia, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia 
Nacional de conformidad con lo dispuesto en la Ley 13/1994, de 1 de junio, de Autonomía del 
Banco de España. 
2. Los actos administrativos no susceptibles de recurso ordinario dictados por la Comisión Nacional 
del Mercado de Valores y las resoluciones del Ministro de Economía y Hacienda que resuelvan 
recursos ordinarios contra actos dictados por la Comisión Nacional del Mercado de Valores, así 
como las disposiciones dictadas por la citada entidad, directamente, en única instancia, ante la 
Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional. 
3. Las resoluciones y actos del Presidente y del Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia, directamente, en única instancia, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de 
la Audiencia Nacional. 
4. Las resoluciones de la Junta Arbitral regulada por la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de diciembre, 
de Modificación parcial de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las 
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Comunidades Autónomas, directamente, en única instancia, ante la Sala de lo Contencioso-
administrativo de la Audiencia Nacional. 
5. Los actos y disposiciones dictados por la Agencia Española de Protección de Datos, Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia, Consejo Económico y Social, Instituto Cervantes, 
Consejo de Seguridad Nuclear, Consejo de Universidades y Sección Segunda de la Comisión de 
Propiedad Intelectual, directamente, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia 
Nacional. 
6. Las resoluciones del Ministro de Economía y Competitividad que resuelvan recursos de alzada 
contra actos dictados por el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, así como las 
resoluciones de carácter normativo dictadas por el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas 
directamente, en única instancia, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia 
Nacional. 
  Cuando el recurso contencioso-administrativo tenga por objeto un acto administrativo que, 
relativo a una deuda aduanera, esté vinculado a una decisión adoptada por las instituciones de la 
Unión Europea, la revisión no podrá extenderse al contenido de dicha decisión. 
  De no proceder la anulación del acto administrativo recurrido en base al resto de alegaciones del 
demandante, en el supuesto de que la normativa de la Unión Europea haga depender la no 
contracción a posteriori, la condonación o la devolución de la deuda aduanera de una Decisión de 
la Comisión Europea, y el acto objeto de recurso haya sido dictado sin someter dicha cuestión a 
la Comisión, el órgano jurisdiccional deberá pronunciarse sobre si, conforme a lo dispuesto en la 
normativa de la Unión Europea, procede tal sometimiento. Si el órgano jurisdiccional entiende que 
dicho sometimiento es procedente, suspenderá el procedimiento e instará a la Administración 
Tributaria para que someta el asunto a la Comisión en el plazo máximo de 2 meses. 
   Cuando el acto relativo a la liquidación de una deuda aduanera objeto de recurso, haya sido 
sometido a una decisión de las instituciones de la Unión Europea que haya de pronunciarse sobre 
la no contracción a posteriori, la devolución o la condonación de dicha deuda, se suspenderá el 
curso de los autos desde que esa circunstancia se ponga en conocimiento del órgano jurisdiccional 
y hasta que sea firme la resolución adoptada por dichas instituciones. 
Igualmente procederá la suspensión del curso de los autos desde que se inicie el procedimiento 
amistoso en materia de imposición directa a que se refiere la disposición adicional primera del 
texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de No Residentes, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, hasta que finalice dicho procedimiento amistoso. 
 


